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SUGERENCIAS

La Comisión de Control Presupuestario pide a la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y 
Asuntos de Interior, competente para el fondo, que incorpore las siguientes sugerencias en la 
propuesta de Resolución que apruebe:

1. Subraya que los intereses financieros de la Unión deben protegerse de conformidad con 
los principios generales consagrados en los Tratados de la Unión, y en particular los 
valores contemplados en el artículo 2 del Tratado de la Unión Europea, y con el 
principio de buena gestión financiera consagrado en el artículo 317 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea y en el Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras 
aplicables al presupuesto general de la Unión (Reglamento Financiero);

2. Destaca que el Estado de Derecho es una condición previa esencial para el 
cumplimiento del principio de buena gestión financiera y para la protección de los 
intereses financieros de la Unión, que solo puede garantizarse si las autoridades públicas 
actúan de conformidad con la ley, si los casos de fraude, evasión fiscal, corrupción, 
conflicto de intereses y otras infracciones del Derecho son perseguidos eficazmente por 
los servicios de investigación y enjuiciamiento, si los tribunales nacionales son 
independientes, si se respetan las decisiones del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, y si el control público sigue estando garantizado por unos medios de 
comunicación libres, independientes y plurales; destaca, no obstante, que las 
instituciones mencionadas deben ser funcionales no solo desde el punto de vista 
jurídico, sino también en la práctica;

3. Reitera su advertencia de que la Unión se enfrenta a una crisis de sus valores 
fundacionales creciente y sin precedentes que amenaza su supervivencia a largo plazo 
como proyecto de paz democrático; muestra su profunda preocupación por el aumento y 
la consolidación de tendencias autocráticas e iliberales en varios Estados miembros; 
recuerda que, hasta la fecha, la Unión ha estado mal equipada a nivel estructural para 
hacer frente a las vulneraciones del Estado de Derecho; expresa su preocupación por el 
creciente riesgo potencial de utilizar indebidamente el presupuesto de la Unión como 
medio para deteriorar el Estado de Derecho en algunos Estados miembros; lamenta la 
incapacidad del Consejo para lograr avances significativos para garantizar el respeto de 
los valores de la Unión en los procedimientos abiertos de conformidad con el artículo 7 
del Tratado de la Unión Europea; constata con preocupación el carácter inconexo del 
conjunto de medidas de la Unión en este ámbito y pide que se racionalicen y apliquen 
de forma adecuada;

4. Resalta que el informe anual sobre el Estado de Derecho es una herramienta separada e 
independiente del Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 sobre un régimen general de 
condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión, y que estos dos 
instrumentos tienen propósitos diferentes: mientras que el informe anual sobre el Estado 
de Derecho tiene un carácter preventivo e informativo y se propone ofrecer una visión 
amplia de la situación y de las posibles vulneraciones del Estado de Derecho en todos 
los Estados miembros, el Reglamento es un mecanismo de condicionalidad destinado a 
imponer sanciones en caso de vulneraciones o riesgo de vulneraciones del Estado de 
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Derecho que afecten a los intereses financieros de la Unión de un modo suficientemente 
directo; destaca la importancia de diferenciar entre sus bases jurídicas respectivas;

5. Reconoce que la Comisión debe utilizar el informe anual sobre el Estado de Derecho 
como importante fuente adicional de información a la hora de constituir un expediente 
para la aplicación del Reglamento, lo que requiere una evaluación ad hoc, tal como se 
establece en el artículo 6 del Reglamento; insta a la Comisión a que refuerce las 
sinergias entre los informes anuales y el Reglamento; hace hincapié en que el análisis y 
las conclusiones de los informes anuales deben contribuir directamente al mecanismo de 
condicionalidad con el fin de detectar incumplimientos del Reglamento y actuar contra 
ellos;

6. Destaca la importancia del informe de la Comisión sobre el Estado de Derecho como 
reflejo del mecanismo europeo del Estado de Derecho, concebido como un ciclo anual 
de diálogo y evaluación con el fin de promover este principio y evitar la aparición o 
profundización de problemas en los Estados miembros; celebra que se incluyan entre 
sus pilares el sistema judicial, el marco anticorrupción y otros sistemas de contrapoderes 
institucionales, ya que son especialmente pertinentes para supervisar la protección del 
presupuesto de la Unión; observa que el informe sobre el Estado de Derecho es una de 
las herramientas más importantes, pero no la única, para investigar posibles casos de 
vulneraciones del Estado de Derecho; pide a la Comisión que garantice un proceso de 
evaluación racionalizado en los Estados miembros que participan en mecanismos 
similares, como el mecanismo de cooperación y verificación;

7. Observa que el primer informe sobre el Estado de Derecho describe en su mayor parte 
la situación en los Estados miembros; opina que el informe anual no incluye 
conclusiones sobre la situación del Estado de Derecho en los Estados miembros y en la 
Unión en general, que constituyen un requisito previo esencial para determinar las 
acciones de seguimiento adecuadas; subraya que los informes deben desempeñar un 
papel más preventivo e ir más allá del seguimiento para que en el futuro sean más 
analíticos; pide a la Comisión que presente evaluaciones y recomendaciones específicas 
por país sobre medidas de prevención y corrección y que mencione los instrumentos que 
la Comisión podría aplicar en caso de no respeto de las recomendaciones; subraya que 
estas recomendaciones deben incluir, si procede, plazos de aplicación;

8. Celebra que se estén examinando todos los Estados miembros conforme a los mismos 
indicadores y la misma metodología; valora positivamente que la Comisión incluya 
observaciones y conclusiones sobre todos los Estados miembros; lamenta, no obstante, 
que la actual presentación del informe no haga distinciones en función de la gravedad 
de los problemas de Estado de Derecho detectados, ni determine si son de carácter 
sistémico o constituyen vulneraciones aisladas; pide a la Comisión que haga esta 
distinción en futuros informes para evitar que el informe se utilice indebidamente para 
relativizar y trivializar procesos que socavan gravemente la situación del Estado de 
Derecho en algunos Estados miembros; pide a la Comisión que actualice su 
metodología en consecuencia e informe al Parlamento sin demora injustificada;

9. Pide a la Comisión que en sus futuros informes facilite información sobre la manera en 
que los Estados miembros respetan el Estado de Derecho y protegen eficazmente los 
intereses financieros de la Unión, tanto en el caso de los ingresos como en el caso de los 
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gastos de su presupuesto, teniendo en cuenta los riesgos añadidos para el presupuesto de 
la Unión derivados de la COVID-19 y los correspondientes fondos de la Unión 
disponibles para los Estados miembros en virtud del Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia, y que haga hincapié en los casos en que las vulneraciones de los principios 
del Estado de Derecho en un Estado miembro en concreto podrían afectar o amenazar 
con afectar gravemente a los intereses financieros de la Unión de un modo 
suficientemente directo; pide a la Comisión que incluya un seguimiento de sus 
observaciones anteriores, destacando, en particular, cualquier patrón sistémico o 
recurrente de vulneraciones del Estado de Derecho, y que supervise el cumplimiento de 
sus recomendaciones;

10. Recuerda que la Comisión debe tener en cuenta la información pertinente que 
corresponda procedente de las fuentes pertinentes e instituciones reconocidas a que se 
refiere el considerando 16 del Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092, con especial 
atención al Tribunal de Cuentas Europeo, el cuadro de indicadores de la justicia de la 
UE, la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) y la Fiscalía Europea; pide a 
los Estados miembros que participen activamente en el procedimiento y se impliquen en 
un diálogo y una cooperación significativos con la Comisión con el fin de mejorar la 
situación del Estado de Derecho en cada Estado miembro y en la Unión en general;

11. Celebra que se haya consultado a la sociedad civil durante el proceso de redacción; 
subraya que los interlocutores de la sociedad civil pueden aportar una valiosa 
contribución a la evaluación de las situaciones específicas de cada país y proporcionar 
una visión más crítica que el gobierno correspondiente; señala, sin embargo, que el 
proceso de consulta podría mejorarse haciendo, por ejemplo, un seguimiento con los 
interlocutores de la sociedad civil de sus aportaciones, garantizando plazos 
suficientemente largos para aportarlas y reconsiderando el formato de un cuestionario 
único para realizarlas; anima a la Comisión a que solicite nuevas aportaciones de la 
sociedad civil sobre la manera de optimizar el proceso de consulta para futuros 
informes;

12. Celebra que uno de los cuatro pilares seleccionados del informe sea el referente a los 
marcos de lucha contra la corrupción existentes en los Estados miembros; observa, no 
obstante, que las evaluaciones correspondientes son esencialmente descriptivas; pide a 
la Comisión que evalúe no solo la existencia de legislación, políticas y estrategias 
nacionales de lucha contra la corrupción sino también su eficacia, que destaque las 
mejores prácticas, determine ámbitos especialmente sensibles a la corrupción y formule 
recomendaciones de mejora específicas por país, y que utilice estos conocimientos para 
actualizar y mejorar el marco de lucha contra la corrupción de la Unión; pide a la 
Comisión que utilice la información y las evaluaciones del Grupo de Estados contra la 
Corrupción (GRECO) en este proceso;

13. Subraya que los marcos de lucha contra la corrupción deben abarcar, entre otros, 
ámbitos como las normas éticas, las medidas de sensibilización, las normas sobre 
divulgación de activos, incompatibilidades y conflictos de intereses, la contratación 
pública, los mecanismos de control interno, las normas sobre los grupos de interés y las 
puertas giratorias; destaca asimismo que las estrategias nacionales deben incorporar 
instrumentos para prevenir y detectar los riesgos de fraude y corrupción y poner fin a 
tales prácticas por medio de sanciones, así como mecanismos para recuperar los 
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beneficios obtenidos con esas prácticas;

14. Pide a la Comisión que, con ánimo de dar un buen ejemplo, incluya en sus futuros 
informes una evaluación de los resultados de las instituciones de la Unión en los 
ámbitos tratados en el informe, cuando proceda, y en particular en lo que se refiere a su 
marco de lucha contra la corrupción;

15. Destaca que la transparencia, el acceso a la información pública, la libertad y el 
pluralismo de los medios de comunicación, el periodismo de investigación, la 
protección de los periodistas frente a las demandas estratégicas contra la participación 
pública (SLAPP), la protección de los denunciantes de irregularidades y una cultura 
general de integridad de la vida pública son elementos indispensables para detectar y 
prevenir la corrupción;

16. Advierte de que la falta de estadísticas uniformes, actualizadas y consolidadas en todos 
los Estados miembros, junto con el reto que plantea recopilar información sobre los 
beneficiarios de los programas de la Unión, obstaculiza la evaluación y comparación de 
datos sobre la investigación y el enjuiciamiento de los delitos de corrupción; pide a la 
Comisión, por consiguiente, que apoye y promueva la armonización a escala de la 
Unión de las definiciones de tales delitos, así como un mejor uso de los conjuntos de 
datos existentes y de la metodología para desarrollar otros nuevos con el fin de obtener 
datos comparativos en toda la Unión sobre el tratamiento de los casos de corrupción;

17. Destaca la importancia que reviste apoyar y reforzar la cooperación entre las 
instituciones de la Unión, los Estados miembros, la OLAF y la Fiscalía Europea en la 
lucha contra la corrupción; opina que para luchar contra la corrupción es preciso no solo 
un mandato firme, sino también una mayor dotación presupuestaria, más recursos y 
cualquier otro tipo de apoyo necesario para las instituciones y los órganos mencionados; 
recuerda que debe alentarse a los Estados miembros que reciben subvenciones con 
cargo al presupuesto de la Unión a adherirse a la Fiscalía Europea;

18. Celebra que el Reglamento revisado de la OLAF promueva un mejor seguimiento de las 
recomendaciones de la OLAF por parte de los Estados miembros, así como una mayor 
admisibilidad de los informes de la OLAF en los procedimientos judiciales y 
administrativos nacionales; recuerda que el Reglamento revisado de la OLAF también 
consolida la forma en que la OLAF puede llevar a cabo sus propias investigaciones, en 
particular reforzando las normas sobre los servicios de coordinación contra el fraude en 
los Estados miembros y sobre la cooperación entre la OLAF y las autoridades 
nacionales competentes antes, durante y después de una investigación;

19. Considera que la situación en algunos Estados miembros en lo que se refiere al respeto 
de los principios del Estado de Derecho es extremadamente preocupante y puede afectar 
gravemente a la buena gestión financiera del presupuesto de la Unión, por lo que debe 
abordarse urgentemente; reitera que el régimen general de condicionalidad definido en 
el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 está en vigor desde el 1 de enero de 2021 y no 
está sujeto a la adopción de directrices ni a interpretaciones judiciales; reitera su 
llamamiento a la Comisión para que cumpla sus obligaciones en virtud de este 
Reglamento el 1 de junio de 2021 a más tardar e informe debidamente al Parlamento, ya 
que, en caso contrario, el Parlamento tendrá que considerar que se ha producido una 
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omisión por parte de la Comisión y, en consecuencia, emprenderá acciones de 
conformidad con el artículo 265 del TFUE;

20. Lamenta que la Comisión aún no haya utilizado esta herramienta a pesar de las 
numerosas infracciones del Estado de Derecho señaladas en el informe que repercuten 
en la buena gestión financiera del presupuesto; reitera sus llamamientos a la Comisión 
para que adopte medidas inmediatas en virtud de dicho Reglamento para utilizar 
plenamente y sin más demora las herramientas de investigación de que ya dispone a fin 
de abordar las deficiencias del Estado de Derecho en los Estados miembros que puedan 
afectar o amenazar con afectar gravemente a la buena gestión financiera del presupuesto 
de la Unión de un modo suficientemente directo; insiste en el papel y las competencias 
del Parlamento, y en particular en el derecho a ser debidamente informado por la 
Comisión en los procedimientos relativos a los instrumentos en materia de Estado de 
Derecho; recuerda que es fundamental que los intereses legítimos de los destinatarios y 
beneficiarios finales queden debidamente protegidos al adoptar medidas en caso de 
vulneraciones de los principios del Estado de Derecho;

21. Pide que se cree un grupo de trabajo del Parlamento Europeo encargado de examinar 
atentamente la evolución en relación con el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 e 
integrado por miembros de las comisiones competentes para el fondo responsables;

22. Solicita un mecanismo sistémico y estructural para que el Parlamento presente sus 
conclusiones a la Comisión sobre las deficiencias y las vulneraciones en relación con el 
Estado de Derecho en los Estados miembros; sugiere que el Parlamento proponga este 
mecanismo a la Comisión lo antes posible.
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